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CLÁUSULAS ABUSIVAS 
 
El ámbito de aplicación de la Directiva 93/13 no comprende 
cláusulas que reflejan disposiciones de Derecho nacional 
imperativas insertas con posterioridad a la celebración del 
contrato. 
 

STJUE de 20 de septiembre 2018, en el asunto C-51/17, que tiene por objeto que tiene por 
objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, 
por el Fővárosi Ítélőtábla (Tribunal Superior de la Capital, Hungría), mediante resolución 
de 17 de enero de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 1 de febrero de 2017, en el 
procedimiento entre OTP Bank Nyrt., OTP Faktoring Követeléskezelő Zrt. Y Teréz Ilyés, 
Emil Kiss. 

Objeto de la petición de decisión prejudicial – Normativa objeto de 
interpretación – Primera cuestión prejudicial – Segunda cuestión prejudicial – 
Tercera cuestión prejudicial – Cuarta cuestión prejudicial – Quinta cuestión 
prejudicial – (sinopsis de Fernando Zunzunegui y Florence Byrd) 
 
Objeto de la petición de decisión prejudicial: La petición de decisión prejudicial tiene 
por objeto la interpretación de los artículos 1, apartado 2, 3, apartado 1, y 4, apartado 2, de la 
Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los 

contratos celebrados con consumidores, así como del punto 1, letra i), del anexo de esa 
Directiva. 

Normativa objeto de interpretación: “ El artículo 1, apartado 2, de la Directiva establece 
lo siguiente: «Las cláusulas contractuales que reflejen disposiciones legales o reglamentarias 
imperativas, así como las disposiciones o los principios de los convenios internacionales, en 

especial en el ámbito de los transportes, donde los Estados miembros o la [Unión] son parte, 
no estarán sometidos a las disposiciones de la presente Directiva.» 5        El artículo 3 de la 
misma Directiva tiene el siguiente tenor: «1.      Las cláusulas contractuales que no se hayan 

negociado individualmente se considerarán abusivas cuando, contrariamente a las exigencias 
de la buena fe, causen en detrimento del consumidor un desequilibrio importante entre los 
derechos y obligaciones de las partes que se derivan del contrato. 2.      Se considerará que una 
cláusula no se ha negociado individualmente cuando haya sido redactada previamente y el 

consumidor no haya podido influir sobre su contenido, en particular en el caso de los contratos 
de adhesión. [...]El Anexo de la presente Directiva contiene una lista indicativa y no exhaustiva 
de cláusulas que pueden ser declaradas abusivas.” 

Primera cuestión prejudicial: “Mediante su primera cuestión prejudicial, el órgano 

jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el concepto de «cláusulas contractuales que 
no se hayan negociado individualmente», que figura en el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 
93/13, debe interpretarse en el sentido de que comprende, en particular, una cláusula 
contractual modificada por una disposición legislativa nacional imperativa, (…)  adoptada tras 

la celebración de un contrato de préstamo con un consumidor con el fin de suplir una cláusula 
viciada de nulidad contenida en tal contrato imponiendo la aplicación de un tipo de cambio 
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fijado por el Banco Nacional para el cálculo del saldo vivo del préstamo. 47.En virtud del 

artículo 3, apartado 2, de dicha Directiva, se considerará que una cláusula no se ha 
negociado individualmente cuando haya sido redactada previamente y el 

consumidor no haya podido influir sobre su contenido. 48. En el caso de autos, 
habida cuenta de que las cláusulas controvertidas en el litigio principal fueron impuestas por 
el legislador nacional, resulta obvio que las partes en el contrato no las negociaron 

individualmente. Por tanto, procede responder a la primera cuestión prejudicial que el 
concepto de «cláusulas contractuales que no se hayan negociado individualmente», que figura 
en el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13, debe interpretarse en el sentido de que 
comprende, en particular, una cláusula contractual modificada por una disposición legislativa 

nacional imperativa (…).” [énfasis añadido] 

Segunda cuestión prejudicial: “Mediante su segunda cuestión prejudicial, el órgano 
jurisdiccional pregunta, en esencia, si el artículo 1, apartado 2, de la Directiva 93/13 debe 
interpretarse en el sentido de que el ámbito de aplicación de esta Directiva comprende 

cláusulas modificadas por el efecto de disposiciones de Derecho nacional imperativas, 

adoptadas con posterioridad a la celebración de un contrato de préstamo con un consumidor 
y que tienen por objeto suplir una cláusula de este último viciada de nulidad, imponiendo un 
tipo de cambio oficial fijado por el Banco Nacional para el cálculo del saldo vivo del préstamo 

a la vez que hacen que el riesgo del tipo de cambio siga recayendo sobre el consumidor en caso 
de depreciación de la moneda nacional en relación con la divisa extranjera en la que se ha 
contratado el préstamo. (…) El artículo 1, apartado 2, de la Directiva 93/13 debe 

interpretarse en el sentido de que el ámbito de aplicación de esta Directiva no 
comprende cláusulas que reflejan disposiciones de Derecho nacional 
imperativas, insertas con posterioridad a la celebración de un contrato de préstamo con un 
consumidor y que tienen por objeto suplir una cláusula de tal contrato viciada de nulidad 

imponiendo un tipo de cambio fijado por el Banco Nacional. Sin embargo, una cláusula relativa 
al riesgo del tipo de cambio como la controvertida en el litigio principal no está excluida de 
dicho ámbito de aplicación en virtud de la citada disposición.” [énfasis añadido] 

Tercera cuestión prejudicial: “Mediante su tercera cuestión prejudicial, el órgano 

jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13 
debe interpretarse en el sentido de que la exigencia de que las cláusulas contractuales estén 
redactadas de manera clara y comprensible implica que la entidad de crédito proporcione 
información detallada sobre el riesgo del tipo de cambio (…). El artículo 4, apartado 2, de 

la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que la exigencia de que una 
cláusula contractual esté redactada de manera clara y comprensible obliga a las 
entidades financieras a facilitar a los prestatarios información suficiente para 

que estos puedan tomar decisiones fundadas y prudentes. A este respecto, tal 
exigencia implica que una cláusula relativa al riesgo del tipo cambio debe ser comprendida por 
el consumidor tanto en el plano formal como en el gramatical y también en cuanto a su alcance 

concreto, en el sentido de que un consumidor medio, normalmente informado y 
razonablemente atento y perspicaz pueda no solo ser consciente de la posibilidad de 
depreciación de la moneda nacional en relación con la divisa extranjera en la que se ha 
denominado el préstamo, sino también evaluar las consecuencias económicas (…) de tal 

cláusula sobre sus obligaciones financieras.” [énfasis añadido] 

Cuarta cuestión prejudicial: “Mediante su cuarta cuestión prejudicial, el órgano 
jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 4 de la Directiva 93/13 debe 
interpretarse en el sentido de que exige que el carácter claro y comprensible de las cláusulas 

contractuales sea apreciado refiriéndose, en el momento de la celebración del contrato, a todas 
las circunstancias que rodean tal celebración, así como a todas las demás cláusulas del 
contrato, aun cuando algunas de esas cláusulas se hayan declarado o presumido abusivas y 
hayan sido anuladas, en un momento posterior, por el legislador nacional. (…) incumbe al 
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órgano jurisdiccional remitente tomar en consideración el conjunto de circunstancias del 

litigio principal tal como eran en el momento de la celebración del contrato.(…) el artículo 4 
de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que exige que el carácter claro y 

comprensible de las cláusulas contractuales sea apreciado refiriéndose, en el momento de la 
celebración del contrato, a todas las circunstancias que rodeaban tal celebración, así como a 
las demás cláusulas del contrato, aun cuando algunas de esas cláusulas se hayan declarado o 

presumido abusivas y, por ello, hayan sido anuladas en un momento posterior por el legislador 
nacional.” 

Quinta cuestión prejudicial: “Mediante su quinta cuestión prejudicial, el órgano 
jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 
debe interpretarse en el sentido de que corresponde al juez nacional señalar de oficio, en 

sustitución del consumidor en su condición de parte demandante, el posible carácter abusivo 
de las cláusulas de un contrato que este ha celebrado con un profesional.(...) , habida cuenta 
de las consideraciones anteriores, el juez nacional deberá apreciar de oficio, tan pronto como 

disponga de los elementos de hecho y de Derecho necesarios para ello, el carácter abusivo de 

una cláusula contractual incluida en el ámbito de aplicación de la Directiva 93/13 y, de este 
modo, subsanar el desequilibrio que existe entre el consumidor y el profesional.” 

 

Texto completo de la sentencia 
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